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Caso Fernández Ortega y otros Vs. México: reparaciones pendientes de 
cumplimiento 

1. Conducir en el fuero ordinario, eficazmente y dentro de un plazo razonable, la 
investigación y, en su caso, el proceso penal que tramiten en relación con la violación 
sexual de la señora Fernández Ortega, con el fin de determinar las correspondientes 
responsabilidades penales y aplicar, en su caso, las sanciones y demás consecuencias 
que la ley prevea, de conformidad con lo establecido en los párrafos 228 a  230 de la 
presente Sentencia. 

 
2. Examinar el hecho y la conducta del agente del Ministerio Público que dificultó la 

recepción de la denuncia presentada por la señora Fernández Ortega, de conformidad 
con lo establecido en el párrafo 231 de la presente Sentencia. 

 
3. Continuar con el proceso de estandarización de un protocolo de actuación, para el 

ámbito federal y del estado de Guerrero, respecto de la atención e investigación de 
violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, los parámetros establecidos en el 
Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud, de 
conformidad con lo establecido en el párrafo 256 de la presente Sentencia. 

 
4. Continuar implementando programas y cursos permanentes de capacitación sobre 

investigación diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que incluyan una 
perspectiva de género y etnicidad, los cuales deberán impartirse a los funcionarios 
federales y del estado de Guerrero, de conformidad con lo establecido los párrafos 259 y 
260 de la presente Sentencia. 

 
5. Implementar, en un plazo razonable, un programa o curso permanente y obligatorio de 

capacitación y formación en derechos humanos, dirigido a los miembros de las Fuerzas 
Armadas, de conformidad con lo establecido en el párrafo 262 de la presente Sentencia. 

 
6. Facilitar los recursos necesarios para que la comunidad indígena mep’aa de Barranca 

Tecoani establezca un centro comunitario, que se constituya como un centro de la 
mujer, en el que se desarrollen actividades educativas en derechos humanos y derechos 
de la mujer, de conformidad con lo establecido en el párrafo 267 de la presente 
Sentencia. 

 
7. Adoptar medidas para que las niñas de la comunidad de Barranca Tecoani que 

actualmente realizan estudios secundarios en la ciudad de Ayutla de los Libres, cuenten 
con facilidades de alojamiento y alimentación adecuadas, de manera que puedan 
continuar recibiendo educación en las instituciones a las que asisten. Sin perjuicio de lo 
anterior, esta medida puede ser cumplida por el Estado optando por la instalación de 
una escuela secundaria en la comunidad mencionada, en los términos establecidos en el 
párrafo 270 de la presente Sentencia.   
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8. Asegurar que los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual sean 
proporcionados por las instituciones indicadas por México, entre otras, el Ministerio 
Público en Ayutla de los Libres, a través de la provisión de los recursos materiales y 
personales, cuyas actividades deberán ser fortalecidas mediante acciones de 
capacitación, de conformidad con lo establecido en el párrafo 277 de la presente 
Sentencia. 

Cumplimiento parcial: 

9. Adoptar, en un plazo razonable, las reformas legislativas pertinentes para compatibilizar 
el artículo 57 del Código de Justicia Militar con los estándares internacionales en la 
materia y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de conformidad con lo 
establecido en el párrafo 239 de la presente Sentencia.  

En los Considerandos 22 y 23 de la resolución de la Corte de 17 de abril de 2015 se explica 
lo que continúa pendiente de cumplimiento respecto a la presente medida de reparación: 

 
22. Debido a que el artículo 57.II.a) del Código de Justicia Militar reformado aún autoriza 
la intervención del fuero militar en los delitos en que el imputado y la víctima sean 
militares y en los delitos en que el imputado sea militar y no sea un civil el sujeto pasivo 
del delito o titular del bien jurídico, la Corte estima que la actual legislación continúa sin 
adaptarse parcialmente (supra Considerando 17 y 20) a los siguientes estándares 
jurisprudenciales:  
a) la jurisdicción militar no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y 
sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos, aun cuando el sujeto activo y 
pasivo sean militares, y  
b) en el fuero militar sólo se puede juzgar la comisión de delitos o faltas (cometidos por 
militares activos) que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del 
orden militar. 
23. A partir de las consideraciones expuestas, la Corte concluye que la reforma del artículo 
57 del Código de Justicia Militar constituye una importante armonización del derecho 
interno mexicano con los estándares convencionales e internacionales en materia de 
jurisdicción penal militar, por lo que el Estado ha dado cumplimiento parcial a la 
reparación ordenada en el punto dispositivo décimo de la Sentencia en el caso Radilla 
Pacheco, en el punto dispositivo décimo tercero de la Sentencia del caso Fernández Ortega 
y otros, y en el punto dispositivo décimo segundo de la Sentencia del caso Rosendo Cantú. 
Sin embargo, para poder evaluar el cumplimiento total de la medida de reparación 
ordenada se requiere que, con base en las consideraciones precedentes, México adopte las 
medidas necesarias a fin de adecuar de forma completa, en un plazo razonable, su 
derecho interno a los referidos estándares (supra Considerandos 20 y 22). 

 


